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INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, A CARGO 

DEL DIPUTADO MARIO MATA CARRASCO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN. 

El que suscribe, diputado Mario Mata Carrasco, y las diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario 

del Partido Acción Nacional de la LXIV Legislatura; con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 

71 y en el inciso h del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el 

artículo 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la honorable Cámara de Diputados, someten a consideración de 

esta honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona la Ley del 

Impuesto sobre la Renta en materia de procedimientos de discrepancia fiscal, conforme a la siguiente 

Exposición de motivos 

I. Planteamiento del problema a resolver con la propuesta 

La política fiscal de cualquier país puede entenderse como un conjunto de medidas, tendientes a diseñar y gestionar 

acciones de gobierno, orientadas a la atención de diversas temáticas de interés público; como las que tienen que ver 

con los impuestos y el régimen tributario, el presupuesto de gasto y sus componentes, el endeudamiento público y 

en general a todas aquellas variables de control que se refieren a la estabilidad económica, aplicables a los distintos 

niveles y órdenes de gobierno.1 

Así, en este contexto de actividades económicas y financieras, se localizan diversas herramientas que 

tradicionalmente contribuyen a optimizar la búsqueda de la estabilidad del valor del dinero y a evitar desequilibrios 

permanentes en las balanzas de pagos y paralelamente realizan el ejercicio de revisión de las tasas de interés y la 

inflación, entre otras acciones similares. 

En este orden de ideas y para el caso del sistema tributario mexicano, sobresale que en los últimos tiempos se han 

diseñado una serie de estrategias y reformas hacendarias, direccionadas a lograr una mayor recaudación y 

pretendiendo a la vez acelerar el crecimiento y la estabilidad económica; objetivos que solo se podrán alcanzar, si 

las estrategias de referencia colocan al ciudadano en el centro de las acciones, atendiendo sus realidades y 

apoyándolo para que éste pueda cumplir satisfactoriamente con sus obligaciones fiscales. 

Aunado a todo lo anterior, hay que recordar que actualmente se ha alcanzado un importante avance en el uso de la 

tecnología, situación que está dejando la puerta abierta a la modernidad en variados tópicos, incluyendo por 

supuesto el tema del quehacer tributario; situación que está cerrando los numerosos espacios de evasión fiscal, 

puesto que la autoridad hacendaria cuenta con mayores elementos para tener un más fácil acceso a la revisión de 

las cuentas, ya sean las bancarias, las de crédito o las de inversiones financieras. 

Bajo esta nueva realidad, hay que reconocer y poner en la balanza que el ente recaudador de nuestro país, cuenta 

con las facilidades necesarias para obtener información a través de terceros, que le permiten compulsar diversas 

bases de datos, ya sea mediante los bancos, de los establecimientos comerciales, así como de los propios medios 

con los que dispone para poder verificar, si existe cualquier tipo de discrepancia entre los gastos y las declaraciones 

de las personas físicas. 

Ante ese escenario, el ciudadano puede sentirse cada vez más vulnerable y en estado de indefensión ante la 

autoridad, sobre todo si no cuenta con los instrumentos normativos necesarios, ágiles y expeditos, que le permitan 

avanzar hacia el rápido esclarecimiento de cualquier procedimiento de discrepancia fiscal que pudiera resultarle; 

toda vez que con la normatividad actual, debe aclarar y documentar las diferencias resultantes, en poco tiempo y 

con serias desventajas. 
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De esta situación se desprende la presente propuesta, y está direccionada a que los ciudadanos, puedan aclarar, en 

su caso, posibles inconsistencias si las erogaciones que realiza en un año calendario, superan los ingresos 

declarados o viceversa y que si esto llegara a ocurrir, al menos cuenten en la formalización de un procedimiento de 

discrepancia fiscal, con los tiempos, características y espacios necesarios para que la comprobación se lleve a cabo 

de la mejor forma posible. 

Y es con base en todo lo anteriormente expuesto, que la presente iniciativa con Proyecto de decreto, pretende 

modificar la Ley del Impuesto sobre la Renta, posibilitando los siguientes objetivos: 

1. Se actualiza a favor del contribuyente el monto asignado en materia de préstamos, donativos y premios, de 

acuerdo con el Índice Nacional de Precios al Consumidor y se determina que quedan a salvo sus derechos para 

declararlos, aun cuando no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Federal de Contribuyentes y las 

autoridades procedan a dicha inscripción. 

2. Se detallan con mayor precisión las características para que no se consideren como ingresos obtenidos los 

rendimientos de fideicomisos, así como se amplían para este efecto, algunos fines como el de financiamiento a la 

educación a nivel posgrado -siempre que se trate del propio contribuyente o su cónyuge- los de ordenamiento 

ecológico, preservación, educación ambiental y participación social. 

3. Se adiciona un tope para que no sean considerados como ingresos los captados a través de determinados 

programas sociales, así como se puntualiza que los referentes a capacitaciones laborales, apoyos laborales para 

el bienestar de terceros, créditos o microcréditos, deben cumplir necesariamente con reglas de operación y 

opinión de autoridades evaluadoras. 

4. Se puntualiza que la información que se utilice para el procedimiento de discrepancia fiscal, deberá ser oficial 

y proporcionada por terceros debidamente acreditados. 

5. 5. Se incrementan las oportunidades para que las autoridades fiscales puedan requerir información adicional al 

contribuyente. 

6. 6. Se propone detallar con mayor precisión algunos supuestos que se presentan al término del procedimiento 

de discrepancia fiscal, como en el caso de los requerimientos de pago donde el contribuyente podrá contar con la 

figura de negociación, existiendo la posibilidad de que dichos pagos puedan completarse en parcialidades 

accesibles y debidamente documentadas. 

II. Marco conceptual 

En este apartado, se pretende abundar un poco más en los términos y conceptos que se manejarán en la presente 

iniciativa con proyecto de decreto, esperando que resulten de utilidad para comprender con mayor facilidad los 

aspectos que se proponen modificar. 

De esta forma tenemos que para la presente propuesta, la discrepancia fiscal ocurre cuando la autoridad, después 

de un proceso de revisión comprueba que las erogaciones o los gastos de una persona en un año calendario, son 

mayores a los ingresos declarados. 

Por otro lado entendemos el término de fideicomiso, como aquel que proviene etimológicamente del 

vocablo Fideicommissum (de fides , fe y committere, encomendar) y se refiere a toda aquella operación mercantil 

mediante la cual una persona –ya sea física o moral- llamada fideicomitente , destina ciertos bienes a la realización 

de un fin lícito determinado, encomendando ésta a una institución de crédito. 
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En esencia, en virtud de dicho fideicomiso, el fideicomitente transmite a una institución fiduciaria la propiedad o la 

titularidad de uno o más bienes o derechos, según sea el caso, para ser destinados a fines lícitos y determinados, 

encomendando la realización de dichos fines a la propia institución fiduciaria.2 

Paralelamente, cuando aludimos al objeto de un fideicomiso , nos estamos refiriendo básicamente, a toda clase de 

bienes y derechos de propiedad del fideicomitente, salvo aquellos que, conforme a la Ley, sean estrictamente 

personales de su titular. 

Así, los bienes que se den en fideicomiso, se considerarán afectos al fin a que se destinan y en consecuencia, sólo 

podrán ejercitarse respecto a ellos los derechos y acciones que al mencionado fin se refieran, salvo los que 

expresamente se reserve el fideicomitente, los que para él deriven del fideicomiso mismo o los adquiridos 

legalmente respecto de tales bienes, con anterioridad a la constitución del fideicomiso, por el fideicomisario o por 

terceros. 

Como consecuencia de lo anterior, pueden ser fideicomisarios las personas que tengan la capacidad necesaria para 

recibir el provecho que el fideicomiso implica. El fideicomisario podrá ser designado por el fideicomitente en el 

acto constitutivo del fideicomiso o en un acto posterior y se reconoce que el fideicomiso podrá ser válido aunque se 

constituya sin señalar fideicomisario, siempre que su fin sea lícito y determinado y conste la aceptación del encargo 

por parte del fiduciario. 

Por lo que hace al término que se refiere a los gastos, se coincide con lo expresado en el Diccionario de la Real 

Academia Española, donde se dice que gastar significa la acción de expender o emplear el dinero en una cosa o un 

servicio. En este caso el dinero sale del patrimonio del particular y como consecuencia de esta acción, se pierde el 

ámbito de su disponibilidad. 

En el ámbito de los fines de los fideicomisos, cuando hablamos de los que tienen que ver con el ordenamiento 

ecológico , estamos haciendo referencia, al instrumento de política ambiental cuyo objeto es regular o inducir el 

uso del suelo y las actividades productivas, con el fin de lograr la protección del medio ambiente y la preservación 

y el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales, a partir del análisis de las tendencias de deterioro y las 

potencialidades de aprovechamiento de los mismos.3 

En esta misma tónica, la preservación, es para efectos de esta propuesta, el conjunto de políticas y medidas para 

mantener las condiciones que propicien la evolución y continuidad de los ecosistemas y hábitat naturales, así como 

conservar las poblaciones viables de especies en sus entornos naturales y los componentes de la biodiversidad fuera 

de sus hábitat naturales. 

Y colateralmente a este último precepto, se entiende por educación ambiental, al proceso de formación dirigido a 

toda la sociedad, tanto en el ámbito escolar como en el ámbito extraescolar, para facilitar la percepción integrada 

del ambiente a fin de lograr conductas más racionales a favor del desarrollo social y del ambiente. La educación 

ambiental comprende la asimilación de conocimientos, la formación de valores, el desarrollo de competencias y 

conductas con el propósito de garantizar la preservación de la vida.4 

En lo que se refiere a la participación social, tenemos que es todo derecho de las personas y organizaciones a 

intervenir e integrarse, individual o colectivamente en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas, 

programas y acciones del desarrollo social. 

En este mismo sentido, tenemos que para efectos de esta iniciativa el término posgrado o postgrado , es el ciclo 

de estudios de especialización que se cursa tras la graduación o licenciatura. Se trata de la formación que sigue al 
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título de grado, que es la titulación de educación superior que se obtiene al llegar al término de una carrera 

universitaria de cuatro o cinco años. 

Y finalmente los ingresos gravados son todos aquellos determinados por la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR) 

y que están sometidos al pago del impuesto, luego de haber aplicado las deducciones legalmente establecidas, en el 

caso de haberlas. 

III. Desarrollo de los objetivos del proyecto 

1, Se adiciona la posibilidad de que el contribuyente pueda actualizar el monto correspondiente a préstamos, 

donativos y premios, de acuerdo con el Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC). Esta nueva 

disposición se determina a partir del ejercicio fiscal 2020, considerando que es la fecha por la cual históricamente 

se estará considerando con mayor intensidad la aplicación del procedimiento de discrepancia fiscal. 

En este orden de ideas, las personas físicas residentes en México que estén obligadas a informar en su declaración 

del ejercicio correspondiente, sobre sus préstamos, sus donativos y sus premios, siempre que éstos, en lo individual 

o en su conjunto no excedan los $ 600,000.00, podrán actualizar dicha cantidad a partir de la fecha de referencia, 

esto de acuerdo con el instrumento estadístico denominado INPC. 

Este cambio tiene que ver con la necesidad de incrementar dicho monto, toda vez que con los índices de inflación 

que se registran en el país, resulta pertinente actualizar las cantidades del precepto correspondiente, con la 

intencionalidad de crear un incentivo positivo, para que las personas declaren con toda precisión los rubros de 

referencia. 

Y este cambio se plantea así, porque como sabemos el INPC, es un indicador económico global cuya finalidad es la 

de medir a través del tiempo, la variación que pudiera llegar a existir, respecto de los precios de la canasta básica; 

considerada por las autoridades correspondientes como instrumento representativo del consumo de los hogares 

mexicanos urbanos. 

En este contexto es de reconocerse que El INPC es el instrumento estadístico por medio del cual puede medirse el 

fenómeno económico que se conoce como inflación, provocado por el desequilibrio existente entre la producción y 

la demanda de bienes de consumo y servicios, a causa del incremento continuo de los precios, con la consecuente 

pérdida del valor adquisitivo del dinero, para poder allegarse o hacer uso de ellos. 

2. Se detallan con mayor precisión, las características necesarias para que no se consideren ingresos 

obtenidos por los contribuyentes, los rendimientos de fideicomisos , ya sea para el fideicomitente como para el 

fideicomisario. Con esta modificación nos estamos refiriendo a que de toda clase de bienes y derechos entregados 

en fideicomisos, ya sea por el fideicomitente que trasmite la propiedad de los bienes o por el fideicomisario que es 

quien tiene a su cargo el beneficio derivado del mismo, no podrán ser sumadas en las declaraciones como parte de 

los ingresos obtenidos y por ende no podrá acumularse en el procedimiento de discrepancia fiscal. 

Con lo anterior, se pretende brindar un beneficio adicional al contribuyente, de manera tal que no se agreguen 

supuestos, a la de por sí ya pesada carga de verse sometido a un procedimiento de discrepancia fiscal, en donde 

tendrán que ser revisados necesariamente todos los conceptos que tengan que ver con sus erogaciones, ya sean 

gastos, adquisiciones de bienes, depósitos en cuentas bancarias, inversiones financieras o de tarjetas de crédito. 

3. Se amplían los fines por los cuales no se considerarán como ingresos de los contribuyentes, algunos 

rendimientos de bienes entregados en fideicomiso . En este contexto, se están adicionando a los ya existentes -

como son los científicos, políticos o religiosos o a los establecimientos de enseñanza y a las instituciones de 
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asistencia o de beneficencia, los que tienen que ver con el ordenamiento ecológico, la preservación y la 

educación ambiental , así como los de participación social . 

Con este cambio se pretende abonar hacia la creación de fideicomisos que tengan que ver con la preservación y 

restauración del equilibrio ecológico, así como con la protección al ambiente en el territorio nacional, enfocando 

los esfuerzos hacia el desarrollo sustentable, conceptualizado como el proceso mediante el cual se tiende a mejorar 

la calidad de vida y la productividad de las personas, que se funda principalmente en medidas apropiadas de 

preservación, protección y aprovechamiento de los recursos naturales. 

En esta tónica, habrá un mayor número de ciudadanos trabajando de manera decidida, para que no se comprometa 

la satisfacción de las necesidades de las generaciones futuras, considerando que los ecosistemas son patrimonio 

común de la sociedad y de su adecuado equilibrio, dependen en gran medida la vida y las posibilidades productivas 

del país, considerando que los ecosistemas y sus elementos, debieran ser altamente aprovechados para asegurar una 

eficiente productividad, de manera óptima y sostenida. 

4. Para el caso de financiamiento a la educación, se amplían los fines de los rendimientos de bienes 

entregados en fideicomiso, para que aparte de los destinados a financiar la educación hasta nivel licenciatura de 

sus descendientes en línea recta, también se consideren los de posgrado , cuando se trate de estudios del propio 

contribuyente o de su cónyuge, siempre que estos esfuerzos por mejorar su nivel, cuenten con el reconocimiento de 

validez oficial que les da la formalidad correspondiente. 

Y esto es muy importante, porque de alguna manera con esta propuesta se están procurando la creación de los 

incentivos necesarios, para poder motivar a la población a continuar con sus estudios o a impulsar a su cónyuge 

para que también amplíe su proyecto educativo; toda vez que será menester para el cumplimiento de esta 

disposición, la creación de un fideicomiso diseñando especialmente para dicho fin, con el consecuente ahorro y 

direccionalidad de la parte educativa, que se tomaría de manera preferencial para este tipo de gastos. 

5. Se adiciona un tope para que no sean considerados como ingresos ciertos supuestos de Programas 

Sociales . De esta forma, bajo la modalidad que nos ocupa, los ingresos por apoyos económicos o monetarios que 

reciban los contribuyentes a través de los programas previstos en los presupuestos de egresos, de la Federación o 

de las Entidades Federativas, no sean considerados como ingresos, siempre que estos no excedan en su conjunto 

más de dos salarios mínimos generales de la zona correspondiente, elevados al año. 

Este cambio tiene por objetivo, que el contribuyente procure no permanecer al amparo de los programas sociales 

por mucho tiempo y de forma indefinida, si no que por el contrario busque allegarse de las oportunidades de 

trabajo o de mejora en sus ingresos, a través de lograr una mejor ocupación, o establecimiento algún tipo de 

microempresa, que por pequeña que sea siempre contribuirá a generar mejores niveles de desarrollo social, de 

manera inversa a las acciones que generan un excesivo paternalismo. 

Por otro lado y como consecuencia del apartado anterior, se adicionan también en esta propuesta, algunas 

precisiones para que en el caso de los recursos que reciban los contribuyentes y que se destinen al apoyo de 

actividades empresariales, como pueden ser las capacitaciones laborales, los apoyos laborales para el bienestar 

de terceros, los créditos o los microcréditos, los programas correspondientes cuenten necesariamente con un 

padrón de beneficiarios, con reglas de operación claramente definidas y otras formalidades. 

El anterior cambio se perfila a lograr, que tanto los beneficiarios de los programas de referencia, como los 

diseñadores de las políticas públicas que inciden en su puesta en marcha, tomen en cuenta en mayor medida las 

recomendaciones que llevan a cabo los organismos encargados de su revisión, tales como el Consejo Nacional de 

Evaluacion de la Politica de Desarrollo Social -CONEVAL- que mide la pobreza en el país y evalua programas y 
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politicas sociales del Gobierno Federal, o la Auditoría Superior de la Federación, cuya función principal es la de 

llevar a cabo la fiscalización superior de la Cuenta Pública -en su carácter de órgano técnico especializado de la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión- además de desarrollar programas diversos y de auditoría, ya sea 

de revisión, de desempeño, etc. Tal como se corresponde al ser el brazo fiscalizador del Poder Legislativo. 

6. Se determina que quedan a salvo los derechos del contribuyente para declarar préstamos y donativos, aún 

cuando no se encuentren debidamente inscritos en el Registro Federal de Contribuyentes y las autoridades 

procedan a inscribirlo. De lo que se está hablando en este apartado, tiene que ver con la circunstancia de que la 

modificación de referencia guarda una relación directa con los ingresos conceptualizados en los términos de las 

normas que se pretenden reformar, ya sean los ingresos netos declarados, o los que se considerarán omitidos por la 

actividad preponderante del contribuyente o, en su caso, otros ingresos. 

De esta manera, cuando se trate de préstamos y donativos que no se declaren o no se informen a las autoridades 

fiscales o en los casos que se refieran a contribuyentes que no se encuentren inscritos en el Registro Federal de 

Contribuyentes, las autoridades fiscales procederán, además de inscribirlo en la modalidad que le corresponda, a 

dejar a salvo su derecho de declarar los préstamos y donativos por las cantidades autorizadas para tal efecto; 

recordando que en México las personas físicas están obligadas a informar, en la declaración del ejercicio que les 

corresponda, sobre los préstamos, los donativos y los premios, obtenidos, siempre que éstos, en lo individual o en 

su conjunto, no excedan de una cantidad determinada. 

Y esto es así, porque, aunque dichos préstamos y donativos son ingresos exentos de impuestos, deben informarse 

en tiempo y forma, porque de no incluirse en las declaraciones correspondientes, pueden llegar a formar parte de 

los ingresos acumulables, con las consecuencias que se explican detalladamente a lo largo de este ocurso. 

7. Se determina que la información que se utilice para el procedimiento de discrepancia fiscal, deberá ser 

oficial y proporcionada por un tercero debidamente acreditado. En esencia, lo que se pretende con este 

cambio, es que para conocer el monto de las erogaciones a las que se refiere el procedimiento de la discrepancia 

fiscal, las autoridades correspondientes, podrán utilizar cualquier información, pero ésta necesariamente tendrá que 

ser de carácter oficial, ya sea que esta obre en su poder porque conste en sus expedientes, documentos o bases de 

datos, o porque haya sido proporcionada por un tercero, siempre y cuando éste también se encuentre debidamente 

acreditado, o cuando se trate de otra autoridad competente que dependa o proceda directamente del Estado o de una 

autoridad reconocida que cuente con la autorización o los reconocimientos necesarios para tal efecto. 

8. Se incrementan las oportunidades para que las autoridades fiscales puedan finalmente requerir 

información adicional al contribuyente. Esto tiene que ver con la adición que se presenta en esta propuesta, para 

que la autoridad hacendaria pueda requerir información o documentación adicional al contribuyente hasta en dos 

ocasiones consecutivas diferentes , es decir; que en lugar de una, puedan llegar a ser hasta dos las veces en las 

que pueda llevarse a cabo una revisión de esta naturaleza, misma que deberá proporcionarse en los términos que se 

prevén de manera puntual, en el artículo 53, inciso c), del Código Fiscal de la Federación, pero también de forma 

duplicada. 

De esta manera y con motivo de sus facultades de comprobación, las autoridades fiscales podrán solicitar informes 

o documentos al contribuyente, responsable solidario o tercero, apegándose a las disposiciones siguientes: 

“...Se tendrán los siguientes plazos para su presentación: 

a) Los libros y registros que formen parte de su contabilidad, solicitados en el curso de una visita, deberán 

presentarse de inmediato, así como los diagramas y el diseño del sistema de registro electrónico, en su caso. 
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b) Seis días contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud 

respectiva, cuando los documentos sean de los que deba tener en su poder el contribuyente y se los soliciten 

durante el desarrollo de una visita. 

c) Quince días contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud 

respectiva, en los demás casos. 

Los plazos a que se refiere este artículo, se podrán ampliar por las autoridades fiscales por diez días más, cuando 

se trate de informes cuyo contenido sea difícil de proporcionar o de difícil obtención. 

II.- (Se deroga). ...” 

De esta manera, con la modificación que se propone, queda claro que deberán duplicarse los plazos que refiere el 

propio Código Fiscal de la Federación, para que el contribuyente cuente con mayor oportunidad de aclarar su 

situación fiscal, sin la presión que actualmente significa la determinación de la norma. 

Con esta posibilidad, dispondrá de más tiempo y de un mayor número de días –doce para ser exactos- para poder 

recabar su documentación, cuando ésta se corresponda con la que deba tener en su poder y también en los demás 

casos se deberá duplicar la cantidad de días pasando de quince a treinta, con la posibilidad de ampliarse hasta con 

veinte días, por las posibilidades que contempla la disposición de referencia, toda vez que actualmente son diez 

días los que corresponden con esta norma. 

9. Se propone detallar con mayor precisión, algunos supuestos que se presentarán al término del 

procedimiento de discrepancia fiscal. Esto tiene que ver con que una vez agotados los plazos y acreditados 

documentalmente los recursos que pudieran llegar a ser considerados total o parcialmente como una discrepancia 

fiscal, ésta pueda finalmente definirse como ingreso gravado y pudiera llegar a formularse la liquidación 

respectiva, considerándose como ingresos omitidos el monto de las erogaciones no aclaradas y aplicándose la tarifa 

prevista. 

De esta forma, podrán ser considerados como ingresos omitidos, el monto de las erogaciones no aclaradas y podrá 

aplicarse al resultado así obtenido, lo que actualmente refiere el artículo 152 de la propia Ley del Impuesto sobre la 

Renta, que a la letra dice: 

Artículo 152. Las personas físicas calcularán el impuesto del ejercicio sumando, a los ingresos obtenidos 

conforme a los Capítulos I, III, IV, V, VI, VIII y IX de este Título, después de efectuar las deducciones 

autorizadas en dichos Capítulos, la utilidad gravable determinada conforme a las Secciones I o II del Capítulo II 

de este Título, al resultado obtenido se le disminuirá, en su caso, las deducciones a que se refiere el artículo 151 

de esta Ley. A la cantidad que se obtenga se le aplicará la siguiente: 

No será aplicable lo dispuesto en este artículo a los ingresos por los que no se esté obligado al pago del impuesto y 

por los que ya se pagó impuesto definitivo. 

Contra el impuesto anual calculado en los términos de este artículo, se podrán efectuar los siguientes 

acreditamientos: 

I. El importe de los pagos provisionales efectuados durante el año de calendario. 

II. El impuesto acreditable en los términos de los artículos 5, 140 y 145, penúltimo párrafo, de esta ley. 
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En los casos en los que el impuesto a cargo del contribuyente sea menor que la cantidad que se acredite en los 

términos de este artículo, únicamente se podrá solicitar la devolución o efectuar la compensación del impuesto 

efectivamente pagado o que le hubiera sido retenido. Para los efectos de la compensación a que se refiere este 

párrafo, el saldo a favor se actualizará por el periodo comprendido desde el mes inmediato anterior en el que se 

presentó la declaración que contenga el saldo a favor y hasta el mes inmediato anterior al mes en el que se 

compense. 

Cuando la inflación observada acumulada desde el último mes que se utilizó en el cálculo de la última 

actualización de las cantidades establecidas en moneda nacional de las tarifas contenidas en este artículo y en el 

artículo 96 de esta Ley, exceda del 10 por ciento, dichas cantidades se actualizarán por el periodo comprendido 

desde el último mes que se utilizó en el cálculo de la última actualización y hasta el último mes del ejercicio en el 

que se exceda el porcentaje citado. Para estos efectos, se aplicará el factor de actualización que resulte de dividir el 

Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes inmediato anterior al más reciente del periodo, entre el Índice 

Nacional de Precios al Consumidor correspondiente al último mes que se utilizó en el cálculo de la última 

actualización. 

10. Para la diligencia de requerimiento de pago y cumpliendo con las formalidades que señalen las 

autoridades, el contribuyente podrá contar en su caso, con la figura de negociación de los pagos, mismos que 

podrán completarse en parcialidades accesibles y debidamente documentadas . Otra forma de beneficiar al 

contribuyente que se vea inmerso en un procedimiento de discrepancia fiscal, es contemplar en la legislación que 

nos ocupa, la posibilidad de que se inicie un proceso de diálogo entre ambas partes; destinado a alcanzar un 

resultado beneficioso para intentar que éste pueda cumplir eficientemente con las nuevas obligaciones impuestas y 

por otro lado para que los compromisos resultantes se determinen intercambiando posibilidades idóneas, para que 

de acuerdo con su realidad financiera el contribuyente pueda ir abonando a dicho cumplimiento, sin menoscabo o 

en detrimento de su vida habitual. 

IV. CUADRO COMPARATIVO 

Es por lo anteriormente expuesto y de acuerdo con las disposiciones detalladas en el proemio, que someto a 

consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto: 

Artículo Único 

a) Se reforma el artículo 91, en su séptimo párrafo, numerales II y III de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

b) Se adiciona el artículo 90, en su segundo, cuarto, quinto y sexto párrafos; así como el artículo 91, en su quinto y 

sexto párrafos y el séptimo párrafo en sus numerales I y III de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar 

como sigue: 

Artículo 90. ... 

Las personas físicas residentes en México están obligadas a informar, en la declaración del ejercicio, sobre los 

préstamos, los donativos y los premios, obtenidos en el mismo, siempre que éstos, en lo individual o en su 

conjunto, excedan de $600,000.00, cantidad que podrá ser actualizada a partir del 2020, de acuerdo con el 

instrumento estadístico denominado Índice Nacional de Precios al Consumidor. 

... 
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No se consideran ingresos obtenidos por los contribuyentes, los rendimientos de toda clase de bienes y 

derechos entregados en fideicomisos, ya sea por el fideicomitente que trasmite la propiedad de los bienes o 

por el fideicomisario que es quien tiene a su cargo el beneficio derivado del mismo, en tanto dichos rendimientos 

únicamente se destinen a fines científicos, de ordenamiento ecológico, preservación y educación 

ambiental , participación social , políticos o religiosos o a los establecimientos de enseñanza y a las instituciones 

de asistencia o de beneficencia, señalados en la fracción III del artículo 151 de esta Ley, o a financiar la educación 

hasta nivel licenciatura de sus descendientes en línea recta, o de posgrado, cuando se trate del propio 

contribuyente o de su cónyuge siempre que los estudios cuenten con reconocimiento de validez oficial. 

Tampoco se consideran ingresos para efectos de este Título, los ingresos por apoyos económicos o monetarios que 

reciban los contribuyentes a través de los programas previstos en los presupuestos de egresos, de la federación o de 

las entidades federativas, siempre que estos no excedan en su conjunto más de dos salarios mínimos generales 

de la zona correspondiente elevados al año, de acuerdo con lo especificado en las reglas de operación del 

programa que se trate. 

Para efectos del párrafo anterior, en el caso de que los recursos que reciban los contribuyentes se destinen al apoyo 

de actividades empresariales, capacitaciones laborales, apoyos laborales para el bienestar de terceros, créditos 

o microcréditos, los programas correspondientes deberán contar necesariamente con un padrón de beneficiarios; 

los recursos se deberán distribuir a través de transferencia electrónica de fondos a nombre de los beneficiarios 

quienes, a su vez, deberán cumplir con las obligaciones que se hayan establecido en su oportunidad en las reglas 

de operación de los citados programas y deberán contar con la opinión favorable por parte de la autoridad 

de evaluación competente, así como la autoridad encargada de supervisar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales, cuando estén obligados a solicitarla en los términos de las disposiciones fiscales. Los gastos o erogaciones 

que se realicen con los apoyos económicos a que se refiere este párrafo, que no se consideren ingresos, no serán 

deducibles para efectos de este impuesto. Las dependencias o entidades, federales o estatales, encargadas de 

otorgar o administrar los apoyos económicos o monetarios, deberán poner a disposición del público en general y 

mantener actualizado en sus respectivos medios electrónicos, el padrón de beneficiarios a que se refiere este 

párrafo, mismo que deberá contener los siguientes datos: nombre de la persona física beneficiaria, el monto, 

recurso, beneficio o apoyo otorgado para cada una de ellas, incluyendo la fecha de inicio y término en que lo 

recibirá , la unidad territorial, edad y sexo. 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo 91. ... 

... 

... 

... 
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Los ingresos determinados en los términos de este artículo, netos de los declarados, se considerarán omitidos por la 

actividad preponderante del contribuyente o, en su caso, otros ingresos en los términos del Capítulo IX de este 

Título tratándose de préstamos y donativos que no se declaren o se informen a las autoridades fiscales, conforme a 

lo previsto en los párrafos segundo y tercero del artículo 90 de esta Ley. En el caso de que se trate de un 

contribuyente que no se encuentre inscrito en el Registro Federal de Contribuyentes, las autoridades fiscales 

procederán, además, a inscribirlo en el Capítulo II, Sección I de este Título, quedando a salvo su derecho de 

declarar los préstamos y donativos por las cantidades autorizadas para tal efecto. 

Para conocer el monto de las erogaciones a que se refiere el presente artículo, las autoridades fiscales podrán 

utilizar cualquier información oficial que obre en su poder, ya sea porque conste en sus expedientes, documentos o 

bases de datos, o porque haya sido proporcionada por un tercero debidamente acreditado u otra 

autoridad competente. 

Para los efectos de este artículo las autoridades fiscales procederán como sigue: 

I. Notificará n al contribuyente, el monto de las erogaciones detectadas, la información que se utilizó para 

conocerlas, las características principales , el medio por el cual se obtuvo, las fechas y la discrepancia 

resultante. 

II. Notificado el oficio a que se refiere la fracción anterior, el contribuyente contará con un plazo de sesenta días 

para informar por escrito a las autoridades fiscales, contados a partir del quinto día siguiente a la fecha de 

notificación, el origen o fuente de procedencia de los recursos con que efectuó las erogaciones detectadas y 

ofrecerá, en su caso, las pruebas que estime idóneas para acreditar que los recursos no constituyen ingresos 

gravados en los términos del presente Título. Las autoridades fiscales podrán requerir información o 

documentación adicional al contribuyente hasta en dos ocasiones consecutivas , misma que deberá 

proporcionar en los términos previstos en el artículo 53, inciso c), del Código Fiscal de la Federación de forma 

duplicada. 

III. Una vez agotados los plazos y acreditados documentalmente los recursos que pudieran llegar a ser 

considerados total o parcialmente como discrepancia fiscal , ésta se presumirá ingreso gravado y se 

formulará la liquidación respectiva, considerándose como ingresos omitidos el monto de las erogaciones no 

aclaradas y aplicándose la tarifa prevista en el artículo 152 de esta Ley, al resultado así obtenido. 

Para la diligencia de requerimiento de pago y cumpliendo con las formalidades que señalen las autoridades, 

el contribuyente podrá contar en su caso, con la figura de negociación, misma que le permitirá presentar 

una propuesta viable, para que los pagos que tenga que realizar, puedan completarse en parcialidades 

accesibles y debidamente documentadas. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Poder Ejecutivo Federal, contará con noventa días hábiles a partir de la publicación de este decreto, 

para hacer las adecuaciones normativas correspondientes. así como para implementar las políticas públicas que 

resulten pertinentes para dar cumplimiento a las disposiciones contenidas en el presente decreto. 

Tercero . Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
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Notas 

1 Cfr . Bonilla L. Elementos del Sistema Tributario Mexicano, Marco Institucional , Facultad de Economía, 

UNAM, México, SA. 

2 Cfr . Artículo 381 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 27 de agosto de 1932 por el entonces presidente Pascual Ortiz Rubio. 

3 Para mayor información favor de consultar la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, 

publicada en el diario oficial de la Federación, el 28 de Enero de 1988, por el ex presidente de México, licenciado 

Miguel de la Madrid Hurtado. 

4 Ídem. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2021. 

Diputado Mario Mata Carrasco (rúbrica) 

 


